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    ABREVIATURAS




    LSC – Ley de Sociedades Comerciales




    LGS – Ley General de Sociedades




    CCiv – Código Civil




    CCyC – Código Civil y Comercial




    CCB – Código Civil Brasileño




    CCP – Código Civil del Paraguay




    CCU – Código Civil del Uruguay




    CTNB – Código Tributario Nacional Brasileño




    CTU – Código Tributario del Uruguay




    SRL – Sociedad de Responsabilidad Limitada




    CFB – Constitución Federal Brasileña




    CCom – Código de Comercio




    LCT – Ley de Contrato de Trabajo




    CLT – Consolidación de las Leyes del Trabajo


  




  

    
1. INTRODUCCIÓN





    En derecho societario, la persona se une a otra persona para perseguir determinados fines. Constituida la sociedad, ella precisará ser administrada. Entonces, puede que algún socio sea él mismo el administrador o pueda que sea nombrado un tercero para administrarla. Nombrado un tercero o siendo alguno de los socios el administrador, surgirá, entonces, la figura del socio no administrador, objeto de estudio.




    El propósito de este trabajo es investigar la responsabilidad del socio no administrador en la Sociedad de Responsabilidad Limitada en Argentina con el objetivo de descubrir sí él es responsable por los actos practicados por los administradores en la sociedad y, sí lo fuera, en qué situación respondería.




    Con esta investigación, se espera traer una contribución a la comunidad jurídica, sobre todo, la académica, también como para el derecho empresarial, que es una rama importante del derecho en el mundo moderno, donde, las relaciones jurídicas, son cada vez más complejas, desarrollando, mayor responsabilidad aquellos que contratan.




    La Ley 19.550, llamaba Ley de Sociedades Comerciales, recientemente pasó por algunas modificaciones traídas con la sanción de la Ley 26.994, que entró en vigencia el 1º de agosto de 2015 por fuerza de la Ley 27.077, y que, más allá de otras, alteró su denominación que pasó a ser la Ley General de Sociedades.




    La Ley General de Sociedades, (en adelante LGS), trae expresamente situaciones de responsabilidad de los socios, no obstante, en un primero momento, les es atribuida responsabilidad limitada a la integralización de las cuotas que ellos suscribieran o adquirieran, sin embargo, luego, les atribuye responsabilidad solidaria e ilimitada por la integración de los aportes suscritos o adquiridos y no integrados y, también trae otras previsiones de responsabilidades para los administradores sociales.




    El trabajo tiene como objetivo general, investigar en qué situación el socio que no tiene poder de administración puede responder ante la sociedad y terceros a fin de definir sí es o no responsable, y sí es, en qué grado.




    Para esto, hemos que definir los presupuestos de la responsabilidad civil a fin de identificar en cuales situaciones la conducta del socio no administrador se subsume a estos requisitos/presupuestos, para entonces, precisar sí el actuar, es o no pasible de responsabilidad.




    También, es necesario delimitar cuál es el ámbito de responsabilidad del socio no administrador en el derecho argentino, para que él, no sea penalizado por acciones u omisiones, cuando no debería serlo.




    Hemos de analizar la responsabilidad del socio no administrador en las Sociedades de Responsabilidad Limitada, (adelante SRL), en el ámbito del derecho del trabajo y tributario, en la sociedad irregular y de hecho, así como, los casos más específicos previstos en la Ley General de Sociedades.




    Para llevar a delante este propósito, es necesario analizar la legislación, el posicionamiento doctrinario y jurisprudencial argentino, respecto del asunto y, en la medida de ser posible, compararlo con el existente en Brasil, haciendo también, breves apuntes sobre la legislación del Uruguay y del Paraguay como manera de enriquecer el estudio ahora propuesto.




    Elegimos como hipótesis de este estudio, la que, el socio no administrador tiene, en principio, responsabilidad frente a la sociedad y terceros, justo porque, la ley, le atribuye responsabilidad solidaria por la integralización de las cuotas suscriptas, sea por él, sea por otro socio.




    Para llevar a cabo el propósito, será realizado un abordaje cualitativo de la materia, con la revisión de la ley, de la doctrina y de la jurisprudencia. Por tanto, no se trata de un estudio experimental, tampoco, explicativo, pero, revisional, descriptivo y cualitativo, utilizando, para tanto, el método deductivo.




    El trabajo está estructurado en (seis) 6 partes, siendo divididos en una introducción, el capítulo primero que habla de los presupuestos de la responsabilidad civil, el segundo capítulo que trata de la formación de las sociedades, el tercero que habla sobre la responsabilidad del socio en el derecho del trabajo y tributario, el cuarto capítulo que habla de la responsabilidad de los socios en la Sociedad de Responsabilidad Limitada y, por fin, la conclusión.




    También se hace necesario aclarar que, cuando se refiere al administrador en la trayectoria de la investigación, está haciendo referencia a todos aquellos que representan o administran a una sociedad o colectividad, o sea, el administrador aquí representa la figura del director, del gerente, del gestor y de todos los otros representantes de entes colectivos. El administrador acá, está empleado en su sentido lato, general.




    Igualmente, para la finalidad del estudio, el interés, es analizar la situación del socio no administrador. Entonces, cualquier situación que no envuelva la figura del socio, en principio, no interesa al estudio, o sea, el administrador que no sea socio poco interesa. Así, la norma, la doctrina y la jurisprudencia no serán estudiadas sobre el punto de vista del administrador simplemente, sino, del socio administrador.




    Es imperioso decir también, que la base del estudio es la ley, la doctrina y la jurisprudencia argentina, no obstante, como ya se ha referido, en algunas situaciones, se hace referencia a la ley, la doctrina y la jurisprudencia brasileña, uruguaya y paraguaya, como forma de enriquecer el estudio.




    De acuerdo con lo que ya se ha expresado, la Ley 19.550, recientemente ha pasado por algunas alteraciones y, entre ellas, la posibilidad actual de constituir una sociedad unipersonal, no siendo más necesario, que la creación del ente sea colectiva, siendo suficiente una persona para constituir la sociedad, no siendo ahora, muy apropiado el termino sociedad constituida por una sola persona, ya que sociedad, indica pluralidad.




    Esto, aún, no alteró la situación de las Sociedades de Responsabilidad Limitada, ya que la ley, claramente, mencionó que solamente se constituye Sociedad Unipersonal la Sociedad Anónima, refutando, por lo tanto, las demás formas de constitución, incluso, las SRL.


  




  

    2. LOS PRESUPUESTOS DE LA RESPONSABILIDAD CIVIL




    En este capítulo se abordará sobre los presupuestos de la responsabilidad civil, considerando la situación en el derecho argentino. Así, se hará referencia a estos presupuestos para identificar sus características y definir cuando el sujeto, en este estudio, el socio no administrador de la sociedad de responsabilidad limitada puede o no, ser responsabilizado por su conducta frente a la sociedad, sea esta por acción u omisión.




    2.1. - Marco conceptual (conceptos y paradigmas):




    Este trabajo nació como consecuencia de otro anterior, que he desarrollado al concluir el curso de derecho (abogacía) en el año de 2006 en Brasil; en aquella ocasión, fue desenvuelto un estudio sobre “la responsabilidad del socio no administrador en la sociedad de responsabilidad limitada” en dicho país.




    La instigación surgió nuevamente, ahora, con foco en la sociedad de responsabilidad en argentina.




    La responsabilidad civil es el instituto que regula las relaciones entre personas, sean estas, personas físicas o jurídicas, entre personas y el Estado, entre Estados. En realidad, regula la cuestión obligacional entre todos los entes, sean de existencia física o ideal.




    La responsabilidad civil remonta del derecho romano, donde la reparación se daba por la venganza personal, pasando posteriormente, por evoluciones sustanciales como la responsabilidad tarifada, en que la ley ya definía el monto que debería repararse y, más adelante, desenvolvió para la llamada responsabilidad “aquiliana”, también conocida como responsabilidad civil delictual y extracontractual, en donde la reparación pasó a ser definida de acuerdo a la extensión del daño, considerando entonces el dolo y la culpa.




    Así, la responsabilidad civil se desarrolló hasta los días de hoy, constituyéndose en responsabilidad civil objetiva y subjetiva; contractual y extracontractual; haciendo con que la reparación, cuando debida, se aproxime lo máximo posible a lo justo.




    Esta evolución, desarrollo presupuestos para atribuirse responsabilidad, donde, solamente se responsabiliza a alguien cuando esté demostrado la ocurrencia de una conducta (hecho), que referida conducta sea antijurídica, que haya un daño, que este daño sea atribuido a un tercero, que esta persona (tercero) sea imputable y, por ende, que haya una relación de causalidad entre el daño y la conducta (el hecho).




    En materia societaria empresarial, también hay situaciones de atribución de responsabilidad a aquellos que, de alguna manera, estén vinculados con la sociedad (empresa), por eso, la importancia de estudiar sobre la temática.




    En la comunidad académica existen estudios realizados sobre la responsabilidad de los administradores de sociedades, como los gerentes, por ejemplo; sin embargo, poco se estudió sobre el socio no administrador, hecho que fue clave para la toma de decisión en estudiar esta temática.




    El Doctor Germán L. Ferrer, desenvolvió una tesis sobre la responsabilidad de los administradores societarios. Ese estudio, sirvió de referencia para el desarrollo del presente trabajo, ya que la cuestión teórica se asimila; quedando entonces, la investigación sobre el comportamiento de aquel socio que no tiene el poder de administrar, o sea, el socio no administrador.




    También, el Doctor Altamirano ha desarrollado una tesis doctoral titulada “Responsabilidad tributaria de los administradores de entes colectivos desde la perspectiva del actuar en lugar de otro”, o sea, igualmente estudia la responsabilidad bajo la óptica del administrador.




    Con efecto, el derecho societario, empresarial, así como todo el derecho, es dinámico y siempre está atravesando modificaciones, así como, se ha reformado a lo largo del tiempo el instituto de la responsabilidad civil.




    2.2. - Definición de responsabilidad civil:




    La responsabilidad civil es la obligación que una persona asume cuando causa un daño a otra persona, o sea, un tercero. Este resultado dañoso puede ser provocado o darse contra una persona física o jurídica, ya que, las personas jurídicas, también son sujetos activos de actos dañosos o pasibles de soportar una conducta dañosa1.




    Todo el que ejecuta un hecho, que por su culpa o negligencia ocasiona un daño a otro, está obligado a la reparación del perjuicio (art. 1109, CC.). Esta era la definición traída por el revocado Código Civil.




    El actual CCyC, en su art. 1716 trae la responsabilidad civil por violación al deber de no dañar a otro, disponiendo que “la violación del deber de no dañar a otro, o el incumplimiento de una obligación, da lugar a la reparación del daño causado, conforme con las disposiciones de este Código”.




    Si el hecho no causa daño a aquél que lo sufre, entonces, no hay necesidad de reparación. El hecho que no cause daño a la persona que lo sufre, sino por una falta imputable a ella, no impone responsabilidad alguna. Así decía el art. 1111 del revocado CC.




    La obligación surge cuando, es violado un derecho y que dicha violación no tenga una justificación. Si el hecho es justificable, sea por cualquier razón, entonces, el autor del hecho no está obligado a reparar el daño. En este sentido, es la redacción del art. 1717 del CCyC., donde cualquier acción u omisión que causa un daño a otro es antijurídica si no está justificada. Entonces, si la acción o la omisión es justificable, con efecto, deja de ser antijurídica y, por lo tanto, de ser indemnizable.




    La doctrina tiene definida la responsabilidad civil, también llamada “responsabilidad por daños”, como la que tiene como objetivo el resarcimiento de aquellos daños producidos a intereses humanos legítimos reconocidos legalmente (Boretto, 2006, p. 32).




    El derecho, consiste en un conjunto de normas y principios que fueron creados para que las personas tuviesen un orden establecido y la ruptura de este orden, con la ocurrencia de un daño, haga que, el dañador, sea responsabilizado a indemnizar, haciendo que, las cosas, no obstante no vuelven a su estado de origen, se restablezcan lo más próximo posible a aquello que deberían ser, trayendo al dañado la recomposición mínima esperada.




    Herrera (s.f., p. 1), en su Introducción a la Responsabilidad Civil, citando Yágúez (1989, p. 21) describió que “el no causar daño a los demás es quizá, la más importante regla de las que gobiernan la convivencia humana”.




    Esto es porque, se espera que las personas actúen siempre de manera de evitar los daños, toda vez que se presume que ninguna persona se siente bien al estar obligada a retirar de su patrimonio montos para recompensar la otra, que, igualmente se imagina, que tampoco se siente satisfecha de ser dañada, no obstante, en la mayoría de las veces es indemnizada por el daño sufrido.




    El principio general del derecho de no dañar al otro hace que sea posible la vida en sociedad y que cuando este principio, por cualquier motivo es transgredido, conduzca a una sanción al dañador que consiste en la obligación jurídica de indemnizar el daño causado al otro.




    Así, se busca la regla de que nada se cause y nada se repare. Por otro lado, todo lo que se cause, y claro, en violación a la ley y que no sea justificado, deberá resarcirse. Por lo tanto, la violación de este principio (de no dañar), hace surgir la necesaria obligación resarcitoria.




    Alterini (1985), citado por Anzoátegui (s.f.) en sus lecciones y ensayos – Algunas consideraciones de las funciones del derecho de daños -, examinando el concepto de responsabilidad, hay dicho que:




    En sentido estricto, se dice responsable a quien, por no haber cumplido, se le reclama una indemnización. Esta acepción que comúnmente se le da al concepto, en cuanto se asigna el deber de reparar el daño jurídicamente atribuible causado ‘por’ el incumplimiento”, ya continuación, señala que, tomando en cuenta este concepto, “la responsabilidad tiene alcances de sanción, desde que se entiende por tal la consecuencia de índole jurídica que corresponde a la infracción de un deber; tal consecuencia significa un desvalor para quien es pasible de ella”, y así, “en tal alcance la responsabilidad enlaza el deber de reparar frente a otro sujeto (p. 136).




    Pirota (2005), por su vez, ha definido responsabilidad civil como: “un instituto, en virtud del cual la voluntad de las partes o la ley disponen u obligan al sujeto que ha causado un daño a otro, a resarcir o reparar a la víctima de ese daño” (p. 1).




    Así, es posible decir que, cuando el concepto se refiere a la voluntad de las partes, se está hablando de la responsabilidad civil contractual, mientras que, cuando hace referencia a la voluntad de la ley, se refiere a la responsabilidad extracontractual, o sea, el origen de la obligación es independiente de la voluntad de las partes, o mejor, de los sujetos envueltos, quien es, el dañador o el dañado, tienen su fundamento en la ley. En este último caso, el deber resarcitorio transciende la voluntad personal y se fundamenta en la ley.




    De esta manera, la responsabilidad civil es el deber que una persona tiene (sea física o jurídica), de indemnizar (reparar) a un tercero por el daño causado, sea este directo o indirecto, siempre que, el referido daño, como se ha visto más arriba, no sea justificable, ya que, sí fuere justificable, no habría obligación.




    La responsabilidad civil puede darse, según Altamirano (2010), en sentido de un factor causal, o sea, cualquier fenómeno o acto que cause algún evento; también, la responsabilidad puede darse como una capacidad o un estado mental, o sea, el sujeto tiene la capacidad de hacer y de no hacer, así como, puede actuar por negligencia, aun siendo capaz de prever el resultado; otro sentido de la responsabilidad es su punibilidad o su reproche moral, o sea, el sujeto opta por hacer algo que no debería, la consecuencia puede ser la punibilidad o sufrir un reproche moral, y, por fin, la responsabilidad como obligación o función derivada de un cargo, relación o posición jurídica, o sea, cuando alguien se hace responsable, justamente, por la posición que ocupa, sea el padre para con su hijo, sea del administrador para con la empresa (p. 30).




    En este caso, interesa el último sentido, o sea, de la responsabilidad en razón de la función o posición jurídica ocupada por la persona.




    Trayendo el tema para el derecho societario, Ferrer (2009) señala que “cuando los socios no cumplen en forma regular con la constitución e inscripción de la sociedad, su responsabilidad se ve sometida al régimen del art. 23 (solidaria, ilimitada y sin beneficio de excusión)” (p. 8). O sea, los socios deben hacer las cosas, practicar los actos de acuerdo con lo que establecen las normas legales, bajo pena de que su violación los haga responsables por los daños ocasionados a terceros.




    2.3. - La responsabilidad civil y el derecho de daño:




    La expresión responsabilidad civil, según Carlucci (2013) “hoy utilizada, fue precedida por la de ‘hechos ilícitos’ y le han seguido otras más o menos conocidas, como ‘Derecho de daños’ (difundida en la Argentina), ‘Derechos de los accidentes’ (…) (p. 10/11)”.




    Anzoátegui (s.f.), ha dicho que “la denominación antes acuñada, ‘responsabilidad civil’, denotaba una orientación punitiva, sobre la cual estaba indudablemente basado el sistema reparatorio del Código Civil, ideado por Vélez Sarsfield a mediados del siglo XIX (p. 136).”




    La responsabilidad, en general, supone siempre un reproche subjetivo u objetivo del infractor. El carácter primario es la reprobación, quedando la reparación en el carácter secundario.




    La principal función de la responsabilidad civil es reparar el daño ocasionado, pero, también se ha discutido que la materia de responsabilidad civil ha adoptado un carácter preventivo.




    Cordobera (2010), ha dicho que “el ‘Derecho de daños’ tiene por propósito garantizar al individuo una indemnización contra ciertas formas de lesión o menoscabo a su persona o a sus bienes” (p. 3).




    Como decía Carnelutti, ‘el derecho de hoy no es el derecho de ayer’, o sea, el derecho y la sociedad son dinámicos y están siempre en constante evolución, por lo tanto, el legislador debe buscar medios para tornar más efectivas las leyes, optimizando sus conceptos y haciendo su adecuación a cada momento histórico social.




    Por eso, el Nuevo Código Civil y Comercial de Argentina, ha adoptado medidas con la intención de actuar en la prevención del daño, para solo luego, ocuparse de su reparación, haciendo que, la prevención, venga primero que la reparación por considerarse más favorable.




    Esto porque, muchas de las veces, la prevención es mucho más eficaz que la propia reparación, ya que, el daño evitado, lógicamente, no habrá de ser reparado.




    Tal vez una de las novedades más importantes sea que se reconoce y regula en forma expresa la doble función de la responsabilidad: a) preventiva, y b) resarcitoria (Ferreyra, 2015, p. 95).




    Por esta razón, el art. 1710 del CCyC., ha dispuesto que toda persona tiene el deber, en cuanto de ella dependa, de: a) evitar causar un daño no justificado; b) adoptar, de buena fe y conforme a las circunstancias, las medidas razonables para evitar que se produzca un daño, o disminuir su magnitud; si tales medidas evitan o disminuyen la magnitud de un daño del cual un tercero sería responsable, tiene derecho a que éste le reembolse el valor de los gastos en que incurrió, conforme a las reglas del enriquecimiento sin causa; c) no agravar el daño, si ya se produjo.




    Pirota (2005), trae la diferencia dogmática sobre la responsabilidad civil y el derecho de daños, donde, según él, la responsabilidad civil mira el daño, tiene en cuenta el daño causado, se habla de una deuda de responsabilidad del victimario para con la víctima, tienen más relevancia los factores de atribución subjetivos, se mira el ‘castigo’ del responsable (p. 9).




    Por otro lado, en el derecho de daños, se mira más a la víctima que al autor, se tiene en cuenta el daño sufrido y no el daño causado, se habla de un crédito de indemnización que tiene la víctima y no de la responsabilidad del victimario (el causante del daño), hay prevalencia de los factores de atribución objetivos en detrimento de los subjetivos, el objetivo principal es resarcir el daño a la víctima y no castigar al responsable (p. 9).




    Justamente por eso, es más interesante evitar la ocurrencia del daño, en detrimento de tener que indemnizarlo, toda vez que “a los fines resarcitorios entonces, el daño jurídicamente relevante es la consecuencia perjudicial injustamente causada por el victimario e injustamente sufrida por la víctima” (Otaola, 2015, p. 79).




    Así, el derecho de daños se muestra más adecuado que el instituto de la responsabilidad civil, ya que mira el daño y a la víctima, y tiene como su principal función la reparación del daño y no el castigo del dañador, siendo este, más conforme a la responsabilidad civil, no obstante, el proyecto del código civil y comercial, “prefiere mantener la terminología tradicional – responsabilidad civil – manejada por todos los operadores del Derecho” (Carlucci, 2013, p. 11).




    Como dice el Catedrático Español Eugenio Llamas Pombo, citado por Pirota (2005) “la función principal de la responsabilidad civil es la reparación o resarcimiento del daño, no sirve para prevenir ni tampoco para castigar, no le podemos pedir que cumpla una función extra o adicional para la cual no fue pensada” (p. 27).




    2.4. - Responsabilidad civil contractual y extracontractual:




    La responsabilidad civil puede tener su origen en una negociación, o sea, en un ajuste de voluntades, y, en este caso, es contractual; o, en un hecho ilícito o antijurídico, realizado por medio de una acción o una omisión, y, en este caso, es extracontractual. Así, lo que define sí la responsabilidad es contractual o no, es su origen.




    De esta forma, la responsabilidad civil puede tener su origen en una relación preexistente a la propia responsabilidad, o sea, cuando tiene su origen derivada de un contrato; o, por otro lado, puede tener su origen en situaciones donde no guarde cualquier vínculo anterior, o sea, la obligación surge en razón del ordenamiento jurídico como un todo y no del contrato existente entre las partes.




    Ferrer (2009) señala que “en un caso, la obligación de reparar el daño proviene del incumplimiento de una obligación especial previamente acordada, mientras que en el otro es consecuencia de un incumplimiento a una obligación legal” (p. 83). En otras palabras, en el primer caso, se refiere a una obligación contractual, en cuanto que, en el segundo caso, la obligación tiene su origen en la ley estrictamente hablando o en el ordenamiento jurídico visto ahora bajo un prisma más amplio.




    Tavano (2011), describiendo el instituto de la responsabilidad civil contractual y extracontractual, ha sostenido que “la doctrina argentina mayoritaria ha llegado a entender que la responsabilidad civil es una, no obstante la regulación dual a la cual está sujeta en nuestro Código Civil” (p. 168).




    Esto quiere decir que, aunque, la regulación sea dual, o sea, hace diferenciación en cuanto al origen de la responsabilidad (contractual o extracontractual), en efecto, el resultado, es lo mismo, cual sea, el daño causado que da origen a la responsabilidad.




    De acuerdo a la doctrina, lo que más interesa, es la búsqueda de la reparación de la víctima, ya que, para ella, es independiente el origen de la obligación, sí es contractual o extracontractual, lo que importa, es el resarcimiento del daño sufrido, corolario del derecho de daños.




    La misma autora, citando Bustamante Alsina, señala que “para el tratamiento científico de la cuestión debe partirse de la unidad del fenómeno resarcitorio, contemplándose todas las situaciones en que el ordenamiento jurídico atribuye un daño e impone el deber de resarcir” (Tavano, 2011, p. 168).




    Esto se da así porque, según este pensamiento, no importa que tengan los elementos o presupuestos del deber de indemnizar su origen contractual o extracontractual (en un acto ilícito), en efecto, son los mismos, el hecho que, hace concluir que “lo relevante en ambas situaciones jurídicas es la necesidad de reparar el daño que soporta el damnificado” (Tavano, 2011, p. 169), siendo de pequeña importancia cual es el origen del mismo, sí contractual o extracontractual.




    En efecto, lo que importa en sede de responsabilidad civil, es identificar si existe o no el deber de indemnizar, porque, la función del derecho, es hacer que sea reparado el daño ocasionado, tenga este origen en el contracto o en una actuación ilícita, ya que, lo relevante, es la necesidad de reparar el daño que soporta el damnificado, según el entendimiento expuesto por la doctrina arriba citada, independiente de su origen.




    El CCyC., adoptó el entendimiento defendido por la doctrina sobre la cuestión de la prevención del daño, ya que, ha publicado el artículo 1710, arriba citado, reglamentando el deber de prevención del daño.




    No obstante, también ha resguardado la acción preventiva como herramienta de salvaguarda, y, en su art. 1711 definió que la acción preventiva procede cuando una acción u omisión antijurídica hace previsible la producción de un daño, su continuación o agravamiento. No es exigible la concurrencia de ningún factor de atribución.




    Trayendo el tema hacia el derecho societario empresarial, Boretto (2006), al describir la responsabilidad de los administradores de sociedades comerciales, señaló que:




    Se dijo que si la causa fuente de la obligación incumplida es un acto jurídico derivado del contrato social rige el sistema de la responsabilidad contractual. En cambio, cuando la causa fuente del incumplimiento o infracción legal es un acto ilícito, adquiere vigencia el régimen de la responsabilidad extracontractual. Así, la responsabilidad es contractual con relación a la sociedad y extracontractual con respecto a los accionistas y terceros (p. 96).




    Así, cualquier obligación que surge en la sociedad entre los socios, son, por consiguiente, obligaciones contractuales y, habiendo daño, este tendrá su origen en la relación contractual. Ahora, toda obligación que surge entre la sociedad con los terceros es, por consecuencia, extracontractual, justamente porque, en principio, entre ellos, no hay cualquier vínculo convenido.




    Por otro lado, la obligación es contractual entre la sociedad y los terceros, cuando el origen de la obligación se da en una transacción existente entre ellos, porque, en este caso, existe una contratación, aunque, no exista, la figura del instrumento, o sea, no obstante la empresa no tenga formalizado un instrumento escrito y firmado por las partes, el simple hecho de realizar una venta a un cliente o consumidor, esta negociación establecida entre ellos, ciertamente, desarrolló una relación contractual.




    Rangugni, citado por Boretto (2006), exponiendo sobre el caso del administrador o del gerente nombrado, ha sostenido, que el vínculo que existe entre ellos y la sociedad para la cual fuera nombrado, no es contractual, porque, en efecto, existe un nombramiento por parte del órgano, y el director o gerente lo acepta o no, o sea, es un acto unilateral y no negociable.




    Por eso, entiende que el vínculo no es contractual, y, por consiguiente, la eventual responsabilidad, tampoco se dará por el contrato, justamente porque, no existió entre ellos una contratación. En sus palabras “cuando el director acepta el nombramiento no está prestando su conformidad a una oferta de contrato, sino configurando una condición en la cual se encuentra sometido el nombramiento para poder producir sus efectos” (p. 96).




    Bajo este prisma, el director o gerente no tiene la oportunidad de discutir clausulas como ocurre en una negociación, pero, solo tiene la opción de aceptar o no la indicación, retirando de esta manera, cualquier oportunidad de negociar y, por ende, de contratar.




    2.5. - Clases de responsabilidad:




    La responsabilidad que recae en una persona puede ser civil, penal o administrativa. Para el objeto de este estudio, interesa la responsabilidad civil. La responsabilidad se define por la rama del derecho en la cual tiene su origen, o sea, si nace del derecho civil, entonces es civil, si por otro lado, nace del derecho penal, entonces es penal y, de la misma manera, si nace del derecho administrativo, entonces, es administrativa.




    Es substancial traer esta clasificación porque, para este estudio, lo que se propone, es definir la responsabilidad del socio no administrador (gerente) en la sociedad de responsabilidad limitada, bajo la óptica patrimonial, no siendo de interés alguno, su responsabilidad penal o administrativa. Entonces, se harán consideraciones bajo este prisma.




    La responsabilidad puede presentarse directa o indirecta. Altamirano (2010), explica que la responsabilidad “es directa cuando el sujeto es pasible de una sanción por el incumplimiento de una norma que debía acatar” (p. 30/31). Él trae como ejemplo, una persona que obtiene rentas gravadas y, en el momento del vencimiento no ingresa con el impuesto, dejando de cumplir con la obligación que la ley le había impuesto. Este sujeto, por cierto, asume una responsabilidad directa frente al fisco.




    Por otro lado, la obligación es indirecta cuando el sujeto responde en lugar de otro, y, asume responsabilidad debido a la conducta de un tercero. Así, Altamirano (2010) ha sostenido que “los casos más frecuentes de esta clase de responsabilidad se observan en las situaciones en las que los miembros o socios de una sociedad, colectividad o institución son responsables por los actos de sus directivos” (p. 31).




    Así, dentro de sus clases, la responsabilidad puede ser solidaria, subsidiaria y sustitutiva.




    Es solidaria cuando el responsable está en la misma situación que el deudor principal, o sea, ambos sujetos tienen el mismo grado de responsabilidad, de deber, facultando al acreedor, a exigir el cumplimiento de la obligación de uno u otro. En la responsabilidad solidaria hay una pluralidad de acreedores o deudores, creando una pluralidad de relaciones subjetivas (entre ellas) y, por otro lado, una unidad objetiva en la prestación, o sea, la propia solidaridad.




    En esto caso, el acreedor tiene la facultad de escoger en contra quien irá a demandar el cobro, si contra el deudor principal o contra cualquiera de los deudores solidarios y, claro que, la demanda, lógicamente, se intentará contra quien tiene la mejor condición de cumplir con la obligación. El aval es un ejemplo de obligación solidaria.




    En esta clase, la responsabilidad es secundaria. El acreedor no tiene la discrecionalidad para escoger contra quien iniciará la demanda. Aquí, obligatoriamente, él deberá demandar primero al deudor principal, solo después, lo podrá intentar contra el deudor subsidiario. Aquí tenemos la figura del beneficio de excusión, conocido en Brasil2, como beneficio de orden, o sea, solamente después de perseguir el cobro contra el deudor principal, es que, el acreedor estará legitimado para demandar al deudor subsidiario. La responsabilidad subsidiaria es secundaria, haciendo que el acreedor primero demande al deudor principal y, solamente después, al responsable subsidiario, como, por ejemplo, en la fianza.




    La responsabilidad también puede ser sustitutiva, y es así cuando, el deudor sustituto asume el lugar del deudor principal, no responde junto, ni responde después, pero si, responde en lugar de éste. Reflexionando sobre la figura del derecho tributario, Altamirano (2010) explica que “el sustituto del contribuyente está obligado por la ley a cumplir con prestaciones materiales y formales de la obligación tributaria del verdadero deudor del tributo; en otras palabras, del sujeto pasivo de la obligación tributaria” (p. 32). Como se percibe, en la sustitución, el responsable asume el lugar de otro.




    Es interesante definir las clases de responsabilidad, porque, a partir de ellas, es que se elegirá la vía, o mejor, la acción adecuada o apropiada para hacer realizar el cumplimiento de una obligación.




    2.6. - Responsabilidad civil objetiva




    El art. 1.723 del CCyC define a la responsabilidad objetiva afirmando que “cuando de las circunstancias de la obligación, o de lo convenido por las partes, surge que el deudor debe obtener un resultado determinado, su responsabilidad es objetiva”.




    Nino (2015) definiendo responsabilidad civil objetiva, ha dicho que “la responsabilidad es objetiva, o por resultado, se da cuando un individuo es susceptible de ser sancionado independientemente de que haya querido o previsto el acto antijurídico” (p. 189).




    Kirmser (2008), ha definido que “la responsabilidad objetiva o por riesgo constituye una fórmula hasta cierto punto excepcional que debe estar expresamente establecida en la ley”. Por tratarse de una modalidad más severa, podemos así decir, debe estar expresamente previsto en ley. Continua diciendo que “el causante de un daño, en tal supuesto, responde por el solo hecho de haberlo ocasionado”; o sea, da lo mismo que haya procedido con toda la cautela del mundo, una vez producido el resultado, va responder, “es decir, aunque no haya tenido la culpa de su producción, ya sea por haber obtenido una ventaja realizando ciertas actividades consideradas peligrosas o por haber simplemente introducido un riesgo en la vida de sociedad” (p. 56).




    2.7. - Responsabilidad civil subjetiva




    El art. 1.724 del CCyC establece cuales son los factores de atribución subjetivos de la responsabilidad civil, definiendo que son factores subjetivos de atribución la culpa y el dolo. La culpa consiste en la omisión de la diligencia debida según la naturaleza de la obligación y las circunstancias de las personas, el tiempo y el lugar. Comprende la imprudencia, la negligencia y la impericia en el arte o profesión. El dolo se configura por la producción de un daño de manera intencional o con manifiesta indiferencia por los intereses ajenos.




    Nino (2015), refiriéndose a Kelsen, ha señalado que “hay responsabilidad subjetiva cuando se requiere, para que la sanción sea aplicable, que el sujeto haya querido o previsto el resultado de su conducta antijurídica” (p. 189).




    Kirmser (2008), describiendo sobre la responsabilidad subjetiva, ha sostenido que “debe indemnizar quien ha actuado mal, por lo menos, por haber cometido imprudencia, impericia o negligencia en el obrar. No debe responder por el daño, por tanto, el que se ha comportado con la diligencia debida” (p. 55).




    En esta situación, aquel que logra éxito en probar que ha procedido con cautela, y que no haya sido imprudente, imperito o negligente, estará exento de responsabilidad.




    2.8. - La conducta




    Para que haya responsabilidad, es necesario que alguien practique una conducta, que sea una conducta positiva, o sea, una acción o, una conducta negativa, o sea, una omisión. La acción, como el propio nombre ya sugiere, corresponde en un actuar del sujeto, en cuanto la omisión, a su vez, es dejar de hacer algo, cuando debería hacerlo. La conducta, con efecto, se resume en el estado de la persona.




    La persona cuando actúa asume el riesgo de producir algún resultado, y este, puede ser dañoso o no. Lógicamente, no toda acción u omisión es dañosa.




    El actuar corresponde a producir una alteración en el mundo exterior. Siempre que alguien hace algo, las cosas sufren alguna modificación, por mínima que sea. En la misma forma, cuando la persona deja de actuar, su omisión puede traer un resultado al mundo exterior, y este resultado puede ser dañoso o no.




    Así, tanto las acciones como las omisiones tienen potencialidad de interferir en la vida de las personas, produciendo hechos que son capaces de provocar algún cambio en el mundo, y esta modificación, en muchas oportunidades, puede ocasionar un daño a un tercero, y este, puede, a su vez, ejercer el derecho de intentar una acción para reparar aquel daño soportado, haciendo nacer entonces, un derecho subjetivo por parte del damnificado.




    El derogado Código Civil Argentino definía las acciones y omisiones en sus artículos 1.109 y 1.074, respectivamente, donde, “todo el que ejecuta un hecho, que por su culpa o negligencia ocasiona un daño a otro, está obligado a la reparación del perjuicio” y “toda persona que por cualquier omisión hubiese ocasionado un perjuicio a otro, será responsable solamente cuando una disposición de la ley le impusiere la obligación de resarcir el hecho omitido”. Siendo así, ¿Cómo hacer?




    Ahora, el nuevo CCyC ha traído el concepto de responsabilidad civil con deberes de prevención y resarcimiento.




    El art. 1.711 del CCyC establece el deber de prevención, describiendo que “la acción preventiva procede cuando una acción u omisión antijurídica hace previsible la producción de un daño, su continuación o agravamiento”.




    Bueno, todo lo que se hace, trae un resultado, tiene potencialidad de producir una alteración en el mundo exterior, es capaz de cambiar una situación. No siempre el resultado producido es dañoso, es decir, casi siempre el resultado que se produce con el actuar, no es dañoso.




    El deber de reparar, a su vez, surge cuando el sujeto viole el deber de no dañar a otro, haciendo surgir así, la obligación a la reparación del daño causado.




    La regla es que las personas actúen, ejecuten los hechos, sin intención de ocasionar daños a los otros. En su actuar cotidiano, las personas, aunque sujetas a la responsabilidad, actúan de manera de evitar la ocurrencia de daños a los otros, si bien, no siempre esto es posible. Este, es un actuar normal.
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